Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 15 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“El señor Senador Bordaberry presenta una iniciativa por la que se propone designar los puntos 
de ingreso de mayor relevancia desde una perspectiva turística; se propone denominar “La Cumparsita” al 
Aeropuerto Internacional de Carrasco, “Carlos Gardel”, al Puerto de Montevideo y “Carlos Páez Vilaró”, al 
Aeropuerto Internacional de Laguna del Sauce. 


Se remite una invitación para participar en la exposición Maderexpo Uruguay 2010.” 


-Creo que varios de nosotros hemos recibido la invitación para la exposición y allí estaremos 
participando. 


En lo que refiere a la iniciativa del señor Senador Bordaberry, cuando él venga veremos cómo 
incluimos este punto. 


Antes de que ingresen a Sala los invitados, aprovecho a plantear un asunto previo. Después de 
haber recibido diferentes puntos de vista -salvo algunos que decidimos dejar para más adelante- en lo 
referente a la minera Aratirí, sería interesante programar, tal vez para dentro de un mes, una visita a la 
zona a fin de establecer contacto con los productores que recibimos en la Comisión y con exponentes 
sociales de Cerro Chato y de lugares aledaños. También aprovecharíamos la oportunidad para visitar las 
instalaciones de la empresa minera que está ubicada en esa zona. En definitiva, se trata de tomar contacto 
con todos los involucrados en el tema, pero en este caso, en el lugar. 


Si estamos de acuerdo, pedimos a la Secretaría que coordine este tema. 
(Apoyados) 


SEÑOR ABREU.- Antes de hacer pasar a la delegación, quería decir que hace unos días se celebraron 
algunos acuerdos en el Mercosur sobre determinados temas. En ese aspecto, incluso el FOCEM aprobó 
algunos créditos para la interconexión eléctrica. Dentro de la agenda que estamos armando para la visita 
del Ministro, me gustaría incluir las condiciones que tenemos en materia energética, a los efectos de saber 
qué pasa con el gas y con la planta regasificadora, de forma de ir avizorando cuáles son las tendencias que 
existen. Hoy escuché en la radio, creo que a un Director de UTE que hablaba de la interconexión eléctrica 
con Brasil y de una planta de carbón. 


Entonces, reitero, me gustaría incluir en la agenda que estamos armando para la visita del señor 
Ministro, el tema energético, para saber qué sucedió con el FOCEM y qué préstamos existen. Sé que en el 
propio FOCEM hay nueve préstamos y todavía estoy tratando de entender uno de ellos, ya que consiste en 
un préstamo a Brasil para la industria automotriz y quisiera conocer su contenido. En líneas generales, me 
gustaría saber qué políticas sectoriales se están implementando, cómo nos afecta o nos beneficia este tipo 
de medidas y qué visión hay dentro del propio FOCEM en cuanto a los préstamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando se haga la convocatoria, incluiremos el tema. 


(Ingresan a Sala los representantes de la Intergremial Marítima) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios les da la bienvenida a los 
representantes de la Intergremial Marítima; con mucho placer aceptamos el pedido de entrevista. 


SEÑOR FRANCO.- Quiero agradecer que nos hayan recibido en la tarde de hoy para poder explicar 
nuestra posición. 


Conformamos una delegación de la Intergremial Marítima compuesta por el Sindicato Único 
Nacional de Trabajadores del Mar y Afines, el Sindicato Unico de Patrones de Pesca del Uruguay y el 
Centro de Maquinistas Navales. 


Hemos venido aquí con una gran preocupación, ya que están siendo afectados alrededor de 
5.000 trabajadores de la industria pesquera; para ponerle un título a este tema diría que estamos ante un 
lockout no declarado. En diciembre del año pasado las dos cámaras empresariales denunciaron el 
convenio colectivo, y a partir de allí nuestra preocupación fue la de generar ámbitos de negociación a los 
efectos de poder avanzar hacia un nuevo convenio colectivo. 


Percibimos que había una clara maniobra al denunciar el convenio en diciembre, en baja 
temporada, es decir, en verano, cuando llegan las fiestas, que es el momento en que la mayoría de las 
empresas aprovechan para subir sus barcos a varadero para pintarlos, repararlos, etcétera. Entonces, 
percibíamos que eso era una verdadera provocación, intentando que declaráramos el conflicto. Los 
gremios, con gran madurez, hicimos nuestra asamblea y rápidamente nos pusimos a la orden de las 
empresas para salir a la mar y seguir trabajando normalmente. 


El convenio colectivo caducó el 30 de abril próximo pasado y el día 29 convocamos a la flota a 
puerto para realizar la Asamblea General Ordinaria. Asistimos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
para que se convocara a los ámbitos tripartitos de negociación colectiva. Desde diciembre ha habido una 
constante dilatoria por parte de las empresas, las que sistemáticamente se han negado a avanzar en 
cualquier tipo de negociación; los objetivos comenzaron a quedar muy claros. 


En la Administración pasada, a través de un decreto, obtuvimos una jubilación bonificada que para 
nosotros, luego de 25 años de lucha, fue un gran avance desde el punto de vista de la seguridad social. 
Esto significó que las patronales aportaran por un ficto y que a partir del decreto lo hicieran por el salario 
real; es más, aportaban un porcentaje del ficto, que era insignificante. 


Dentro de los objetivos trazados figuran: obtener prebendas, rebajas en los aportes, rebajas en el 
combustible y el reintegro por exportación, etcétera. La cuestión se centraba en el hecho de que mientras 
el tema de la jubilación bonificada no se resolviera con el Banco de Previsión Social y el Poder Ejecutivo de 
la época no diera señales claras de cuáles iban a ser las prebendas a recibir, no había disposición para 
avanzar en la negociación colectiva. Este es el principal motivo de nuestro planteo. Por eso digo que es un 
lockout no declarado porque, aun ante la negativa de avanzar y las dilatorias de la patronal, estábamos 
dispuestos a fijar un plazo para la negociación y hacer un nuevo convenio colectivo. Efectivamente, se fijó 
un plazo de sesenta días. Esto fue planteado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y aceptado 
por nosotros, y luego de conversaciones previas demostramos nuestra disposición a llevarlo a cabo, pero 
las patronales se negaron terminantemente a considerar un plazo para la negociación. Aun así tomamos la 
decisión unilateral de establecer determinados plazos y seguir trabajando normalmente. Los plazos se 
agotaron, convocamos a la flota y estamos ante el hecho consumado de que no tenemos convenio 
colectivo. Es por esta razón que nosotros manifestamos que estamos ante un lockout no declarado: no se 
puede salir a la mar porque no hay convenio colectivo. Esta situación está afectando a más de cinco mil 
trabajadores porque la flota está prácticamente paralizada, se está mandando masivamente a trabajadores 
al seguro de paro y no hay materia prima. 


El sector pesquero ha demostrado que exporta una suma superior a los US$ 200:000.000 y que 
desarrolla una actividad que genera miles de puestos de trabajo. Como entendemos que la pesca es parte 
de la industria, recurrimos a la Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios en busca de 
una intermediación para crear ámbitos de negociación que nos permitan avanzar. 


SEÑOR VIGNOLO.- Como forma de complementar lo manifestado por el compañero Franco, debemos 
remarcar los esfuerzos que hemos hecho como Intergremial Marítima para generar ámbitos de negociación 
desde el pasado 29 de diciembre hasta la fecha, para tratar de llegar a un acuerdo de un nuevo convenio 
colectivo que regule tanto las condiciones de trabajo como los salarios de los trabajadores de la pesca, y 
evitar así la paralización de la flota como un objetivo primordial de nuestro gremio. Asimismo, procuramos 
desenmascarar lo que ha sido la estrategia empresarial en cuanto a plantear el conflicto instalado en el 
sector pesquero. El cambio que plantea el compañero Franco en cuanto a la ecuación económica de las 
empresas -que significa pasar a pagar un 7,5% de un ficto por los aportes patronales a la jubilación, a un 
27% sobre el salario real- porcentualmente parecería que es exagerado, pero tomemos en cuenta que si se 
plantea una ecuación económica de un aumento de 600% de nada, significa que el aumento es nada. 
Como estamos en el sector pesquero, que se acostumbró a las prebendas y a los beneficios que le han 
dado los diferentes Gobiernos, hoy se ha planteado sobre la mesa, justamente, generar un conflicto para 
poner en el ámbito público y político las reivindicaciones de estos seudoempresarios que manejan nuestros 
recursos pesqueros y los de toda la población uruguaya. Entonces, el conflicto es algo provocado por las 
patronales para plantear que se les rebajen los aportes patronales a la jubilación, que se les devuelva el 
reintegro a las exportaciones y otras reivindicaciones económicas que hacen a los intereses de los 
empresarios. En ese sentido, queremos remarcar una cuestión que no es menor, y me refiero a la decisión 
madura que hemos tomado los tres sindicatos: salir a navegar aunque no tengamos el convenio colectivo, 
cuando en el sector pesquero, una vez que se denunciaban los convenios colectivos, para llegar a un 
nuevo acuerdo, históricamente se planteó la negociación sobre la base de tener la flota paralizada. Sin 
embargo, en una actitud madura y razonable de estos tres sindicatos, planteamos negociar y dar plazos 
para un nuevo convenio colectivo con la flota navegando. Pese a ello, se demostró sistemáticamente la 
falta de voluntad de llegar a algún acuerdo, aun cuando -puedo dar alguna cifra concreta- hay 
exportaciones que en los últimos tres años han duplicado su valor. Un ejemplo concreto de ello es la 
corvina, que en ese plazo ha subido un 97%. Ahora bien, el salario de los trabajadores se fija por la 
remuneración a la parte, que tiene dos componentes: uno corresponde a un porcentaje sobre el precio de 
la tonelada de pescado que luego se fija en una Comisión de Precios. Conceptualmente dicha Comisión 
debe mostrar los datos concretos de la evolución de los mercados, por lo que de acuerdo con esos 
parámetros, ese 97% -que corresponde a la suba de un producto- se debería haber visto en el salario de 
los trabajadores. Sin embargo, los trabajadores podemos decir, con cifras concretas, que hemos tenido una 
rebaja salarial de más del 40%, producto de la caída del dólar, de la inflación y de que esa Comisión de 
Precios no reflejó lo que en realidad se desprendía de los mercados. 


Más allá de la discusión puntual que hoy nos trae a esta Comisión, que pretendemos se base en 
cómo intentar solucionar un conflicto provocado por las patronales, creemos que todos los actores sociales 
del país, llámense Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y demás ramas de la actividad del país, hemos 
estado de espaldas al mar. Por tanto, entendemos -y estamos convencidos- que debemos entablar una 
discusión a nivel nacional para ver qué queremos del recurso pesquero y hacia dónde pretendemos ir. 
Pensamos que el modelo de explotación de la pesquería en el Uruguay está en crisis, y si no generamos 
las condiciones para realizar una discusión nacional a efectos de saber hacia dónde queremos llevar los 
recursos del país y qué pretendemos de ellos, la crisis se va a agravar aún más. Creemos que no se trata 
de resolver hoy un problema puntual vinculado al convenio colectivo -si bien eso será parte de la solución, 
porque permitirá avanzar sobre un tema puntual- sino que la discusión debe estar dada respecto a qué 
perspectiva tenemos en cuanto al recurso pesquero. Los modelos de explotación pesquera en el Uruguay 
están en crisis y, de continuar con ellos, de nada nos servirá tener un convenio colectivo que contemple el 
100% de las reivindicaciones económicas y condiciones de trabajo, ya que terminaremos dilapidando el 
recurso pesquero. 


Las cifras que nos han brindado nuestros sindicatos demuestran que se están tirando al mar más 
de 140.000 toneladas de pescado totalmente apto para el consumo humano; sin embargo, el Poder 
Ejecutivo entiende que el problema de la pesca en el Uruguay se resuelve con la elaboración de un 
proyecto de ley. Creemos que no es así, sino todo lo contrario. Con una nueva disposición quizás se podría 
modernizar la realidad de la pesca en el 2010, pero no más que eso. 


Aquí la cuestión de fondo es discutir -en un ámbito multidisciplinario, en el que participen 
absolutamente todos los actores del sector- hacia dónde queremos dirigir el recurso pesquero y, en base a 
esa discusión política, resolver qué dirección tomar. Parecería que el Poder Ejecutivo -no solo este 
Gobierno, sino también los anteriores- tiene temor de convocar a los ámbitos sociales de discusión, de 


análisis y de propuesta para ver qué queremos de este recurso. Al mismo tiempo, seguimos entregando 
este recurso al capital financiero extranjero. Entendemos que es equivocado aplicar esas políticas. A modo 
de ejemplo, decimos que hoy estamos entregando a una empresa japonesa más de US$ 10:000.000 cada 
cuatro meses, recibiendo como beneficio cifras simbólicas por la explotación de ese recurso. Como 
sociedad o como integrantes de distintas organizaciones, lo único que hoy tenemos es la obligación de los 
barcos de contratar a cuatro tripulantes uruguayos. 


Por lo tanto, hay que dar un rumbo diferente a la política pesquera porque, además, la pesca 
actual es cada vez más objetiva, se dirige a ciertas especies y recursos y se torna cada vez más selectiva, 
ya que se hace una selección de cada una de las especies de acuerdo al tamaño que se puede traer al 
puerto. Reitero, pues, que esta es una discusión que deben entablar todos los actores sociales, el 
Parlamento y el Poder Ejecutivo, sobre qué es lo que se quiere obtener del recurso pesquero. 


Por otro lado, queremos insistir en otra cuestión que entendemos fundamental, como es 
garantizar la soberanía alimentaria de nuestro pueblo, que hoy cuenta con un recurso que se otorga a 
algunos empresarios por medio de un permiso para explotar determinadas especies, a cambio de lo cual se 
les cobra un canon. Ese recurso es de todos los uruguayos y no se puede permitir que un ama de casa 
pague más de $ 150 por un kilo de pescado cuando nosotros, debido a políticas aplicadas por las 
empresas, nos damos el lujo de hacer una pesca cada vez más selectiva y de tirar al mar más de 140.000 
toneladas de pescado, absolutamente aptas para el consumo humano. En más de una oportunidad hemos 
planteado este tema y para hacerlo en este ámbito solicitamos ser recibidos por las diferentes Comisiones 
del Parlamento. 


A su vez, hemos pedido al Poder Ejecutivo que nos recibiera a fin de plantear la imperiosa 
necesidad de desarrollar un ente testigo del Estado. Entendemos que debe existir una flota pesquera del 
Estado explotando el recurso en beneficio de la sociedad para, en primer lugar, garantizar la seguridad 
alimentaria y, en segundo término, volcar esas divisas a los sectores más sumergidos, como la salud, la 
vivienda, la educación, etcétera. 


Evidentemente, en la tarde de hoy no pretendemos dar esta discusión de carácter político y de 
nivel nacional -hoy estamos aquí por un problema puntual y no global- pero sí nos interesa encontrar 
solución a un conflicto provocado por las cámaras empresariales, que afecta a más de 5.000 trabajadores. 
Podemos decir que existe una intransigencia muy concreta por parte de los empresarios, lo que nos impide 
llegar a un acuerdo. 


Por otra parte, creo que habría que analizar varios aspectos, entre ellos los problemas de 
mercado. La realidad muestra que el mercado de la Unión Europea y los mercados para diferentes 
productos en África se están poniendo en riesgo como consecuencia de las políticas aplicadas por las 
empresas. No olvidemos que hace un par de años, por la intransigencia de la empresa modelo del 
Uruguay, se cerraron las exportaciones a la Unión Europea, lo que hoy se ve reflejado en el hecho de que 
los productos del mar uruguayos encuentran ciertas trabas para las exportaciones. Entonces, por exportar 
productos de tallas menores -lo que se da por una intransigencia empresarial- se han cerrado mercados en 
África. Las cámaras empresariales aprovechan esa situación para generalizar el conflicto y poner en la 
discusión sus reivindicaciones. 


Por todo esto consideramos que el conflicto en el sector pesquero debe tratarse de forma urgente 
y ágil, ya que se puede llegar a un punto en que la situación se nos escape de las manos. Además, 
tengamos presente que el período de zafra culminaría a fines de este mes; de no solucionarse el conflicto, 
recién el año que viene estaríamos en condiciones de volver a discutir algo, por lo que se estaría 
generalizando un conflicto por un período muy prolongado. 


SEÑOR DE LA PUENTE.- Mi nombre es Rodolfo de la Puente y pertenezco al Centro de Maquinistas 
Navales. Voy a ser muy breve, porque gran parte de lo que queríamos expresar ya fue manifestado por los 
compañeros que me antecedieron. Simplemente voy a seguir la línea de pensamiento de la última parte de 
la exposición del señor Vignolo en cuanto a la crisis del sector pesquero. 


Se decía que hay gente que ha venido mucho al Parlamento, y es cierto, pero siempre hemos 
traído diagnósticos que preveían la disminución del recurso y propuestas. Alertamos sobre la situación 
mediante una serie de consideraciones que, lamentablemente, fueron comprobadas en la práctica. En la 
actualidad, nos encontramos ante dos situaciones: una de carácter urgente, que es solucionar este 
conflicto, y otra -tan importante como la primera- que es avanzar en la solución de los problemas del sector. 
Es cierto que mediante un convenio podemos obtener un 100% de aumento, pero un 100% de nada no nos 
sirve. Utilizando las palabras del señor Franco, decimos que estamos ante un sector que colapsó. 


Recordamos que a lo largo del tiempo hemos acercado propuestas, pero seguimos esperando que 
se implanten soluciones. En concreto, quería dejar constancia de las propuestas que hemos presentado y 
de que, lamentablemente, nuestros diagnósticos se han confirmado. 


SEÑOR MUNUA.- Soy Antonio Munua, Presidente del Sindicato Único de Patrones de Pesca del Uruguay. 
Nosotros estamos parados, pero demostramos nuestra mejor voluntad para salir a trabajar, por lo que cada 
sindicato disminuyó sus pretensiones a fin de hacer algo en común. No vamos a parar los maquinistas, los 
patrones y los marineros -como se ha hecho históricamente- porque eso provocaría un gran lío, sino que 
actuaremos en forma intergremial. 


Uno de los temas a analizar es el relacionado con la Comisión de Precios, que actúa en forma 
bipartita. Lo que se hace es buscar mercados y un producto de referencia, luego se aplica un coeficiente y 
de ahí surge el precio del producto. Ahora bien, pedimos que esta Comisión sea tripartita a los efectos de 
que haya alguien como testigo. Durante cinco años nos han cambiado el código de la pescadilla y, en 
realidad, se estaba pagando a precio de basura. Algunos compañeros, que se interesaron y comenzaron a 
indagar, se dieron cuenta de que se había cambiado el precio de referencia, con lo que el costo de la 
pescadilla subió casi un 50%. En este trabajo no hubo honradez en una de las partes. Entonces, como 
decía, pensamos que la Comisión debe tener un tercer integrante que tendría que ser del Gobierno -por 
ejemplo, de la Dinara- en el que podamos confiar y que pueda decir “esto está mal” o “esto está bien”. 


Por otra parte, Fripur es considerada la empresa modelo, pero ya sea en este Gobierno, en el 
anterior o en el que venga, todos sabemos quién es Máximo Fernández. Tenemos un producto de merluza 
de hace 20 años y un fish block con un producto que ahora vale poco, porque hay otros dos que se 
exportan en mayor cantidad. Si quisiéramos tomar los tres productos, ¿sería algo malo? ¿Es cuestión de 
no tomar las cosas a la ligera? Digo esto porque nos están pagando por un producto que vale poca plata y 
se está exportando mayor volumen por otros dos. A estos cuestionamientos, Fripur dice “no” y no hay quién 
le diga que eso está mal. Pero, realmente, si hay tres productos de referencia, nos preguntamos por qué 
se debe elegir el que diga una de las partes. 


Otro tema importante es el del precio de salida. En el caso de mi gremio, o sea, el de los 
patrones, hace 20 años que no recibimos un aumento. Nos regimos por el valor del pescado y del dólar. El 
dólar cotizó a $ 30, luego bajó a $ 20 y ahora está a $ 18; sin embargo, hace 20 años que seguimos con el 
4,48, lo que se puede ver en los convenios. De todos modos, no es ese el tema que nos aboca, pues de lo 
que estamos hablando es de un precio en común y de una salida. 


Realmente, queremos trabajar. Ahora estamos sin convenio, pero no porque así lo queramos, sino 
porque la otra parte lo denunció. En cualquier negociación, cuando se rompe un contrato, se tiene otro ya 
pronto, o al menos parte de uno. Pero la realidad es que, en este momento, no visualizamos nada, estamos 
parados y -lo reiteramos- queremos trabajar. 


En definitiva, hemos acudido a este ámbito para que los señores Senadores nos ayuden a buscar 
una salida, ya que con el Ministerio no hemos podido solucionar nada. De nuestra parte, nos seguiremos 
moviendo para destrabar esta situación, pero lo que debe quedar claro es -una vez más lo repetimos- que 
queremos trabajar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si ya han hablado del tema en alguna otra Comisión, pero quiero decir que 
la parte de negociación compete a la Comisión de Constitución y Legislación del Senado y a la de 


Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes. A la vez, en 
el trasfondo del asunto se da una discusión conceptual de la industria que, obviamente, compete a las 
Comisiones de Ganadería, Agricultura y Pesca, así como a las de Industria y Energía respectivas. Como es 
lógico, habrá que estudiar y hacer participar a toda la cadena y a todos los sectores involucrados. 


Por otra parte, desde ya, estamos a las órdenes, tanto a nivel de coordinación como de apertura 
y disposición para discutir el tema de fondo. Es más, el Senador Bordaberry, aquí presente, participa 
también de la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, por lo que ya se puede tener la conexión. 


SEÑOR GAMOU..- Confieso que una de las cifras manejadas me dejó preocupado. Concretamente, se dijo 
que se tiran 140.000 toneladas de pescado. Quisiera saber cuál es el precio promedio de una tonelada de 
ese mismo pescado que se tira. 


SEÑOR VIGNOLO.- Podríamos estar hablando de US$ 1.200. Puede ser corvina, merluza, pescadilla o 
calamar. Esto sucede porque la pesca es cada vez más dirigida y selectiva; por lo tanto, si un barco se 
dirige a la pesca de la merluza, esta debe tener determinadas características -entre ellas, por ejemplo, el 
tamaño- y muchas veces la fauna acompañante, como el calamar, se tira al mar. La merluza que no cumpla 
con la talla requerida por la empresa también se tira al mar. Según cifras de la Dinara, que por cada barco 
completo que entra a puerto, dos se tiran al mar. Pero, además de los datos concretos del Poder Ejecutivo, 
hace unos años realizamos un estudio con el personal embarcado y llegamos a la conclusión de que se 
tiran al mar 140.000 toneladas de pescado, cifra que supera ampliamente la cantidad que toda la flota 
pesquera del Uruguay exporta en forma anual. Además, el precio promedio de una tonelada de cualquiera 
de estas especies que se tira al mar -que es pescado muerto, que no vuelve a cumplir la cadena biológica y 
reproductiva del ciclo natural de la vida- es de unos US$ 1.200. Esto sucede cuando ni siquiera se tiene la 
posibilidad de introducir un calamar o un kilo de pescado en el mercado interno, pese a que cualquier 
médico del Uruguay recomienda consumirlo al menos una vez a la semana. 


Entonces, consideramos absolutamente necesario que haya un ente testigo que regule todas 
estas cuestiones que plantea el sector pesquero. Sabemos que de parte del Poder Ejecutivo, existe el 
temor de que se plantee nuevamente la necesidad de un ente como el SOYP, al que se ve como un cuco. 
Sin embargo, no lo estamos proponiendo, porque entendemos que sobre la base de los errores debemos 
construir un futuro mejor para nuestra sociedad. Estamos convencidos de que, cualquiera sea el aparato 
jurídico y el nombre que se le dé -podría ser, por ejemplo una sociedad anónima de Derecho Privado, pero 
en la órbita del Estado- debemos garantizar que cualquier capa social del Uruguay -no sólo el estrato más 
alto, como el de Pocitos, Carrasco y Punta Gorda- pueda comer un kilo de pescado, o sea, que esté en 
condiciones de acceder a un precio razonable del pescado que se tira al mar sin recibir nada a cambio. Por 
eso es tan necesaria la discusión de cómo podemos hacer para que todos los uruguayos -lo reiteramos- 
accedan a un kilo de pescado. 


SEÑOR FRANCO.- En primer término, constatamos -tal como decía nuestro compañero- que el país aún 
no cuenta con una política pesquera de Estado. Por lo tanto, cuando se habla del articulado de la ley de 
pesca, decimos que la construcción de la casa se empieza por el techo. Y es en un ámbito multidisciplinario 
donde se debe discutir la política pesquera del Estado para, a partir de ahí, crear el marco jurídico que la 
regule. 


En cuanto al tema de la depredación, como dice la copla, “Entre todos la mataron y ella sola se 
murió”, porque todos nuestros recursos son transnacionales; los compartimos con Argentina y en algunos 
casos con Brasil. Tenemos una zona común de pesca y otra exclusiva de la Argentina, y ahí se ha roto el 
equilibrio de los recursos entre la captura máxima sostenible y la permisible. Al estar la captura dirigida 
hacia determinadas especies y selectiva por ejemplares, aumenta el descarte y, por ende, la depredación. 
La cifra que mencionaba el señor Vignolo -y que podemos sostener- surge de un estudio sobre el descarte 
de pescado que hicimos con la Facultad de Ciencias, y durante todos estos años nadie ha desmentido el 
hecho de que se tiran al mar 140.000 toneladas de pescado. 


Obviamente, no estamos improvisando ni empezando de cero; hace muchos años que nuestros 
sindicatos están abocados a la defensa del recurso. La pesca tiene distintos componentes, y cuando 


hablamos de política pesquera estatal, pensamos que deben atenderse todos esos elementos. Uno de 
ellos es la investigación, que en materia pesquera sigue siendo la cenicienta. Próximamente los señores 
Legisladores van a discutir sobre el proyecto de ley de presupuesto; esperemos que se dote de más 
recursos para la investigación. Nosotros no concebimos a la investigación solamente para el análisis del 
recurso ni de la biomasa de determinadas especies, sino para disponer de un estudio global y sistemático 
que nos diga, por ejemplo, qué clase de barcos necesitamos, ya que la flota pesquera uruguaya, que tiene 
más de 35 años de construida, está obsoleta, e inclusive hay barcos que tienen más de 60 años. O sea que 
es la anarquía en materia de construcción naval. Por todo lo que dijimos, la pesca se ha convertido en una 
actividad cada vez más zafral; hay barcos que trabajan seis meses por año y otros, solamente dos. 
Entonces, tendríamos que ir a un barco multipropósito que permitiera a la pesca despojarse de ese 
carácter de zafral. Con la capacidad instalada que tenemos, estamos en condiciones de desarrollar la 
construcción naval si de la investigación surge el tipo de barco que necesitamos. 


Por otra parte, está el componente de la captura e industrialización. La pesca tiene que ir hacia un 
arte selectivo, pero el sistema de captura es sobre redes de arrastre, que no son discriminatorias, lo que 
hace que aumente el descarte. Entonces, el arte selectivo nos daría un mejor producto y nos permitiría 
hacer algún tipo de procesado a bordo que aumentaría la calidad del producto. 


En cuanto a la industrialización, tenemos que lograr un mayor valor agregado. Hay que terminar 
con que el 83% de la exportación pesquera del país sea en commodities: pescado entero o, a lo sumo, 
cortes HG. 


El otro gran componente es la comercialización. A este respecto, pensamos que el Estado debe 
jugar un papel fundamental en la búsqueda y consecución de mercados. 


Esto es lo que pretendemos que se discuta en ámbitos multidisciplinarios, o sea que toda la 
sociedad debería estar involucrada, tal como lo estamos los trabajadores. Nos gustaría que esa discusión 
culminara en la proposición de un nuevo modelo de explotación pesquera que supere al actual, que data de 
1974. 


SEÑOR BORDABERRY.- Antes que nada, quisiera agradecer la concurrencia de nuestros visitantes. 


Tal como dijo el señor Presidente, tenemos entre manos un tema un tanto complejo ya que al 
tratarse de un conflicto de trabajo, estaríamos incursionando en la órbita de la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social. No obstante ello, también debo reivindicar algo de lo que formo parte: existe 
una Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca que creo debería recibirlos, por lo menos para considerar 
una parte del problema que han planteado. 


Reitero: el conflicto del trabajo es un tema a abordar por la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social y, por otro lado, habría que plantear este asunto en la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca porque quizás lo más preocupante en este caso es la protección del recurso. En ese ámbito creo 
que podemos tener algún tipo de confluencia para trabajar. 


Por otro lado, si se plantea crear un nuevo Ente, en algún momento este tema tendrá que 
considerarse en la Comisión de Constitución y Legislación, donde se discutirá si es conveniente o no que el 
Estado tenga un Ente; cada uno tendrá su posición y ahora no quiero entrar en controversias. Asimismo, si 
esto no es rentable para el privado, indudablemente va a significar una erogación para el Estado. De todas 
formas, creo que debemos trabajar en normas relacionadas con la preservación de las especies y del 
producto, de forma de lograr un recurso sustentable. No estoy muy familiarizado con los temas del mar, sí 
con los de tierra adentro, pero he visto en los arroyos, cuando cruzan los trasmallos, y capturan todo, lo 
chico y lo grande. Inclusive he visto que tiran dinamita y después venden el producto a $ 20 el kilo para 
hacer harina de pescado, o a brasileños que están en la vuelta. 


Entonces, me parece que sería bueno recibirlos en la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y me comprometo a hacer este trámite mañana durante la sesión. Me gustaría que vinieran a 


decirnos cómo podemos hacer para preservar el recurso y tener, al mismo tiempo, 5.000 puestos de trabajo 
y que se exporten US$ 200:000.000. Tampoco se trata de salir a lo loco a tomar estas medidas para que al 
día siguiente tengamos 5.000 personas diciéndonos que perdieron el trabajo. Por lo tanto, mantener ese 
equilibrio sería importante. 


Me gustaría saber si ustedes cuentan con algún antecedente en esta materia. Sé que hay 
subsidios internacionales y está el tema de la pesca. Indudablemente, a todos nos alarma que se tire esa 
cantidad de pescado y quizás nos alarma más que haya especies que se pescan y no se consumen. Creo 
que dentro de 50, 60 ó 70 años, cuando miren para atrás, nos van a señalar la barbaridad que hicimos. 
Cuando Hernandarias trajo las vacas hace más de 200 años, los paisanos mataban una vaca para comerle 
la lengua y tiraban el resto. Me parece que esto es peor todavía, máxime en un mundo donde la 
alimentación es cada día más importante. Quizás podemos atacar la parte de la sustentabilidad -creo que 
en ese tema no hay dos opiniones- siempre tratando de preservar las fuentes de trabajo, lo que es también 
un aspecto muy importante. 


No sé si han pensado en otras opciones, además de las planteadas, en relación a cómo se 
debería legislar. Probablemente tengamos que empezar por crear el Instituto Nacional de la Pesca, al igual 
que está el Instituto Nacional de Carnes, que se ocupa de todos estos temas y también de abrir mercados 
para colocar la carne. Ese podría ser un principio para empezar a buscar, entre todos, un aporte a la 
solución de este problema. 


SEÑOR ABREU.- Este problema tiene dos aspectos. Uno de carácter general, de política pesquera, es 
decir, hacia dónde va el país en esta materia y cuáles son los objetivos que se plantean. De modo que esto 
estaría en el marco de una determinada política, que puede responder a un Gobierno y también ser 
compartida por el resto de las fuerzas. Es un tema que hay que discutir en el contexto de un escenario lo 
más amplio posible -como lo plantearon ustedes- pero creo que va a ser más de mediano plazo. 


El otro aspecto del problema que ustedes tienen es puntual y refiere a la fuente de trabajo y el 
conflicto con las empresas, lo cual supone que hay 5.000 trabajadores sin actividad; mejor dicho 5.000 
familias, que no es lo mismo que 5.000 trabajadores. Además hay una situación de falta de diálogo con 
empresas que se supone que también viven de esto por lo que, al no tener trabajo o no haber pesca, 
también tienen las mismas dificultades, aunque el conflicto afecte más a los empleados; quizás las 
empresas tengan espaldas un poco más anchas que los trabajadores. 


Sigo pensando sobre la denuncia del convenio colectivo, por los motivos que haya sido, pero me 
parece que sin el convenio se podría haber seguido trabajando. Y el tema del lockout patronal es algo que 
me preocupa. Me gustaría saber cuál es el motivo de la argumentación o el tema central que motiva a las 
empresas a mantenerse en esa posición. ¿Es porque les falta rentabilidad? ¿Es porque tienen dificultades 
de pesca de determinados recursos? ¿Es porque aprovechan determinada zafra o momentos? Creo que 
ahora es la época de la corvina y, según tengo entendido, ha subido muchísimo su precio. Entonces, si 
esto es así, no entiendo por qué no están pescando corvinas. La visión empresarial va a perjudicar también 
su rentabilidad. 


También hay que tener presente el tema de los derechos de los trabajadores y el decreto sobre la 
jubilación bonificada, es decir, la actualización del aporte sobre el salario real que creo todavía no se está 
cumpliendo en forma efectiva. 


Seguramente la argumentación de las empresas debe apuntar a que no tienen rentabilidad. A su 
vez, debe existir algún tema de carácter salarial y se debe estar discutiendo algún aumento en ese sentido. 


Entonces, en el tema puntual veo una gran traba; tampoco veo que el Poder Ejecutivo actúe en 
forma dinámica; lo digo con absoluta objetividad. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene que salir 
a jugar su rol, más allá de que no puede imponer determinadas soluciones, pero esa es su función, es 
decir, no solo administrar los conflictos, sino también defender, en cierto sentido, las fuentes de trabajo en 
una crisis de esta naturaleza, lo cual no es poca cosa. 


También hay que tener en cuenta el tema de la devolución de impuestos  -que ustedes llaman 
reintegros- que se les eliminó a las empresas o, por lo menos, se les ha disminuido, y respecto al cual se 
ha marcado una opinión discrepante desde hace mucho tiempo. 


En este punto muerto hay un elemento muy grave. Se supone que ambas partes van a perder; 
sabemos que quien va a perder más va a ser el trabajador. Entonces: ¿cuál es el punto inicial que hoy 
ustedes ven para encontrar una solución a este tema? Luego se abordarán todos los aspectos vinculados 
con la política de pesca, con la proyección, incluso con lo relacionado con la flota pesquera del Estado -que 
es un tema muy interesante para discutir- o el propio ente testigo. También es bueno conocer qué visión 
tienen ustedes del Estado. Algunos pueden tener una visión más monopólica, otros más de competencia, 
otros de empresas públicas asociadas; ahora estamos con tanta modernidad que algunos tenemos hasta 
un contagio neoliberal en algunas cosas, dicho esto, aclaro, como una picardía 


La pregunta concreta, entonces, es la siguiente. ¿Cuál es la salida que ustedes ven a este tema, 
más allá de la labor del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, que es muy importante? ¿Cómo se 
destraba este tema? Estoy viendo que hay un tercer actor -el Poder Ejecutivo- del cual ustedes dijeron que 
hasta ahora no han obtenido respuesta. Quizás podemos inaugurar el “pescado del Pepe”. 


SEÑOR DE LA PUENTE.- Tengo en mi poder una fotocopia de la denuncia que llegó por telegrama el día 
29 de diciembre de 2009 dirigida a la Comisión Directiva del Centro de Maquinistas Navales en la que, 
luego de detallar una serie de empresas, se dice: “Los armadores no harán uso de la prórroga automática 
prevista en la misma, procediéndose a denunciar el acuerdo cuya vigencia y aplicación cesará, en 
consecuencia, el 30 de abril de 2010. Motiva esta resolución el muy difícil contexto por el que atraviesa el 
sector, y particularmente la ruptura del equilibrio económico financiero indispensable para sostener el 
cumplimiento de obligaciones salariales y laborales acordadas entre las partes al momento de celebrar el 
convenio colectivo que se denuncia. Sin perjuicio de lo manifestado, reiteramos nuestra habitual 
disposición a establecer instancias de diálogo con el sindicato en el ámbito que se estime oportuno. Les 
saludamos atentamente”. Creo que de este documento surge claramente la respuesta a la interrogante 
planteada por el señor Senador Abreu. 


SEÑOR FRANCO.- En principio quiero manifestar que realizamos un pequeño memorando, que fue 
enviado a la Comisión, donde reseñamos los temas principales que debe contener una ley de pesca. A 
nuestro entender, allí se contemplan los componentes esenciales a los que debería responder la política 
pesquera de Estado. 


Con respecto al conflicto en sí mismo, consideramos que hay una figura clave que es FRIPUR 
que presiona al conjunto de las empresas para que no exista negociación, y sistemáticamente se ha 
negado a cualquier avance en ese sentido. 


En lo que tiene que ver con el Ente testigo, no hacemos cuestión en cuanto a su forma jurídica, 
porque eso está en manos del Legislador; lo que sí manifestamos es que puede ser un Ente Público no 
estatal, un Ente que actúe en co-gestión con el Estado o adoptar otras formas jurídicas. También queremos 
remarcar que no estamos pensando en un Ente monopólico, sino en cómo el Estado puede competir en un 
área que dejó librada a los intereses privados. El Estado debe hacerlo para que, como se dijo 
anteriormente, se ejerza plenamente la soberanía alimentaria y el mismo juegue un papel dinámico en lo 
que tiene que ver con el mercado interno, de forma tal que nuestro pueblo tenga acceso a los productos del 
mar. 


Cuando hablamos de política pesquera de Estado no estamos pensando solamente en el mar 
porque, de ahora en adelante, vamos a tener más espejos de agua que territorio, por lo que existirán 
mayores posibilidades de explotar los recursos vivos. En este sentido, estamos pensando en racionalizar y 
ordenar la acuicultura y la pesca artesanal, entre otras cosas. 


INFORME DE LA INTERGREMIAL MARÍTIMA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como Presidente de la Comisión -y creo que los miembros estarán de acuerdo- 
entiendo que queda claro que acá hay dos vertientes. Una es ponernos en contacto con las Comisiones de 
Constitución y Legislación respectivas y, eventualmente, con el Poder Ejecutivo, y otra es comprometernos 
a debatir el tema de fondo, sumando en ese ámbito a la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Comparto el concepto de que la protección de los recursos pesqueros es un tema que hace al 
futuro y tiene mayor valor aun porque cada día que pasa hacemos más daño a esos recursos y al planeta. 


En definitiva, nos comprometemos a establecer los contactos, a tratar de entablar puentes, 
colaborar en el debate y seguir recibiendo información, dejando abierta la posibilidad de discutir el tema de 
fondo. Aclaro que al amigo Franco no solo lo escuché desde este lado, sino también desde el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería cuando analizamos estos temas. 


Muchas gracias a todos por su presencia. 
SEÑOR FRANCO.- Gracias a ustedes por recibirnos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 16 minutos.) 
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